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con unos efectos que se 
mantendrían a lo largo de 
toda una década.

Esto  supondr ía ,  en 
términos de empleo, 
que a corto y medio 
plazo (2017-2019) la 
economía andaluza 
dejaría de crear entre 
11.300 y 19.800 empleos 
anuales; y que el efecto 
negativo tendría especial 
relevancia en los sectores 
agroalimentario y turístico, 
que son precisamente 
unos sectores clave en 
la economía del Campo 
de Gibraltar.

De este modo, el Brexit 
afectará a asuntos de gran relevancia y notable 
incidencia en la comarca como son la configuración 
de los fondos europeos, la Política Agraria Común, 
las previsibles tensiones financieras, la reducción 
de la actividad turística y el encarecimiento de 
las exportaciones por la depreciación de la libra 
esterlina.

En materia de empleo y Seguridad Social se 
plantea un escenario de enormes incertidumbres 
que afectan muy especialmente a los más de 8.000 
trabajadores españoles que tienen su puesto de 
trabajo en Gibraltar.

En este sentido, el Brexit siembra dudas sobre su 
futuro laboral –estabilidad laboral, reconocimiento 
de derechos devengados, derechos indemnizatorios, 
etc– y sobre las prestaciones que estos miles de 
trabajadores puedan percibir el día de mañana 
después de años de cotización en Gibraltar.

En el ámbito sanitario también se pueden producir 
consecuencias, y es que de la vigente normativa 
sanitaria europea se deriva que la salida del Reino 
Unido de la Unión traería consigo, para el caso 
específico de Gibraltar, la desaparición del sistema 
actual de compensación y la automática pérdida 
del derecho a la prestación de asistencia sanitaria 
en los términos conocidos hasta la fecha.

Ante estas circunstancias, y a través de un documento 
conjunto, los Defensores del Pueblo de España 
han alertado sobre los efectos negativos que 
se pueden derivar del Brexit para la ciudadanía 
de la comarca del Campo de Gibraltar y han 
demandado que la protección de tales derechos 
sea entendida como prioritaria en el proceso 
negociador que se lleve a cabo.

Bono social 
eléctrico. 
Avanzamos, pero 
no llegamos E sta Institución viene demandando desde hace 

ya varios años de las distintas Administraciones 
públicas y de las compañías suministradoras 

la necesidad de dar una solución rápida y eficaz a  
aquellas familias que se ven amenazadas de corte en 
un suministro tan esencial como es la luz por no 
disponer de medios para afrontar el pago de las facturas.

Esta situación se ha generalizado tanto que ha llegado 
a recibir el nombre propio de “pobreza energética”, y 
viene determinada por varias causas como son los bajos 
niveles de renta tras la situación de crisis económica, 
la subida de precios de la energía o la mala calidad de 
la edificación.

Nuestra principal reclamación se ha centrado en 
la aprobación de una norma que, partiendo del 
reconocimiento del derecho de las personas a unos 
suministros mínimos en materia de energía, establezca 
unas garantías concretas para que nadie quede sin 
acceso a estos suministros por razones económicas 
y regule unos procedimientos concretos para hacer 
realidad esta garantía.

A falta de dicha norma, han sido las Administraciones 
públicas, especialmente las Entidades Locales, quienes 
han asumido la labor de ayudar económicamente a 
quienes no podían hacer frente al pago de sus facturas 
energéticas a fin de evitar el corte de suministro. A 
esta tarea se sumó la Junta de Andalucía facilitando 
financiación a los Ayuntamientos andaluces mediante 

“ 
En el ámbito 

económico, 
el impacto 
negativo 
que el Brexit 
tendría sobre 
la economía 
andaluza 
podría alcanzar 
al 1 por ciento 
del PIB de la 
comunidad, 
con unos 
efectos que se 
mantendrían a 
lo largo de toda 
una década.
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el Programa extraordinario 
para suministros mínimos 
vitales.

También ha contribuido a 
solucionar muchas de estas 
situaciones la colaboración 
de algunas empresas 
suministradoras que, tras 
un acuerdo con la FAMP, 
elaboraron un modelo de 
convenio al que podían 
adherirse los Ayuntamientos 
que así lo desearan y que 
establecía un procedimiento 
para la suspensión de las 

órdenes de corte de suministro en caso de impago, 
a fin de dar tiempo a los Servicios Sociales para 
analizar la situación económica de la familia y 
buscar una solución al problema.

Durante el año 2017 las quejas por cortes de luz 
y agua derivados de impagos han disminuido, lo 
que suponemos responderá a una mejora de los 
mecanismos de respuesta administrativa y a una 
mayor sensibilidad de las empresas a la hora de 
utilizar dichos mecanismos ante situaciones de 
dificultad en el pago de recibos.

Respecto a la reclamación de una norma que evitase 
los cortes de suministro a familias en situación de 
pobreza energética, pudimos conocer a finales 
del año 2016 la aprobación por el Gobierno de 
la Nación del Real Decreto Ley 7/2016, de 23 de 

diciembre, por el que se regulaba el mecanismo 
de financiación del coste del bono social y otras 
medidas de protección al consumidor vulnerable de 
energía eléctrica. No obstante, hubo que esperar 
al mes de octubre de 2017 -cuando se produce 
su desarrollo reglamentario mediante un Real 
Decreto y una Orden Ministerial- para concretar 
los aspectos que permiten hacer efectivas las 
medidas de protección.

En cuanto a la valoración que nos merece la nueva 
regulación del bono social, debemos reiterar 
que esta Institución viene defendiendo desde 
hace mucho tiempo su necesaria vinculación a la 
renta familiar, por ello valoramos como un gran 
avance que se establezca una relación directa 
entre el nivel de renta y el disfrute del bono social, 
desvinculándolo de otras circunstancias como 
pudiera ser la situación de desempleo, que generaba 
situaciones de injusticia en una sociedad en la 
que impera el empleo precario y en la que estar 
laboralmente activo en muchos casos no puede 
asociarse a disponer de recursos suficientes para 
satisfacer necesidades esenciales.

No podemos compartir, sin embargo, que el bono 
social siga aplicándose a las familias numerosas 
sin establecer ningún tipo de limitación en función 
de sus niveles de ingresos, lo que puede dar 
lugar a situaciones poco justificables desde una 
perspectiva social.

También mostramos nuestro acuerdo con la 
fijación de unos límites máximos de consumo 

para la aplicación de los descuentos del bono social. 
Creemos que de este modo se evita el riesgo de 
incentivar el consumo irresponsable. No obstante, 
discrepamos de la decisión de fijar estos límites 
máximos por debajo de los perfiles de consumo 
medio de una familia normal, ya que consideramos 
que sólo debe perseguirse el despilfarro y nunca 
el consumo normalizado.

Respecto a las bonificaciones que incluye la norma, 
entendemos que las deducciones fijadas -25% o 
40% según los casos- son un avance respecto de 
las existentes anteriormente y beneficiaran a un 
número importante de personas que actualmente 
están desprotegidas.

En cuanto a las medidas de protección para 
evitar el corte de suministro la regulación merece 
nuestro reconocimiento por cuanto supone el 
establecimiento de un marco normativo, tal como 
veníamos demandando, que confiamos permitirá 
la garantía efectiva del derecho a recibir este 
suministro esencial.

A este respecto, nos parece especialmente acertado 
que las garantías previas al corte de suministro 
se extiendan a personas que tengan contrato en 
mercado libre, superando la situación anterior 
que limitaba estas garantías a quienes estuviesen 
acogidos a la modalidad de PVPC.

Como valoración final podemos señalar que la 
aprobación de la normativa estatal que permite la 
puesta en marcha del nuevo bono social eléctrico 

supone un paso adelante, aunque echamos en 
falta el reconocimiento expreso del derecho de las 
personas en situación de exclusión a recibir unos 
suministros mínimos vitales de forma gratuita.

Comunicado en web 

“ 
Durante el 

año 2017 las 
quejas por 
cortes de luz y 
agua derivados 
de impagos han 
disminuido, lo 
que suponemos 
responderá a 
una mejora de 
los mecanismos 
de respuesta 
administrativa”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/proteccion-del-consumidor-vulnerable-nuevo-bono-social-electrico
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